LA SALIDA DE URUGUAY DEL TISA: alianzas, movilización y perspectivas
1. Cronología del proceso
En setiembre de 2013, Uruguay solicitó ingresar al Acuerdo sobre Comercio de Servicios (TISA, por su sigla en inglés). Dos años después, en setiembre de 2015, y tras sólo siete meses de participar en las negociaciones, se retiró del acuerdo. ¿Qué llevó al gobierno uruguayo a esa determinación? ¿Cómo se vincula esa decisión con la movilización que llevaron adelante las organizaciones sociales locales, con la discusión política al interior del partido de gobierno, con la campaña internacional contra el acuerdo?

En el lapso de un poco más de dos años, desde que el gobierno de Uruguay evaluó la conveniencia de ingresar al acuerdo hasta su retiro definitivo, podemos identificar al menos tres etapas. 
Primera etapa (julio de 2013-julio de 2014):

Decisión de la cancillería, contactos con EEUU, ausencia de información
La primera etapa, entre julio de 2013 y julio de 2014, estuvo marcada por la falta de información y por ende de discusión sobre los impactos para el país de participar en las negociaciones. Los principales dirigentes del partido político del gobierno, el Frente Amplio, incluso desconocían que Uruguay había pedido ingreso al acuerdo, y no tenían información sobre sus contenidos
. 

En la prensa uruguaya no se registra información sobre el acuerdo en ese período.

Al interior del propio gobierno, hay versiones encontradas sobre el alcance de la información que tenían los ministros. El entonces canciller Luis Almagro, quien ejerció su cargo entre marzo de 2010 y febrero de 2015, sostuvo
 que la conveniencia de ingresar a las negociaciones fue analizada en el ámbito de la Comisión Interministerial para Asuntos de Comercio Exterior (Ciacex), un organismo integrado por varios ministerios vinculados a la política exterior del país, entre otros y con un rol preponderante el Ministerio de Economía Y Finanzas. El canciller Almagro afirmó que este organismo concluyó que era “oportuno y conveniente ingresar a la negociación, para poder asumir un papel más directo en ella, incidir en sus resultados y, de esa manera, posicionar los intereses de Uruguay de la mejor forma posible”. Estas conclusiones se presentaron en un Consejo de Ministros que resolvió la participación de Uruguay en el acuerdo, sostiene Almagro.
 En cambio, Roberto Kreimerman, quien fue ministro de Industria, Energía y Minería en ese período, dijo, entrevistado para este trabajo, que en el gobierno anterior “no hubo un debate sobre el ingreso al TISA”. 

Kreimerman sostiene que desde la cancillería encabezada por Almagro se consultó al Ministerio de Industria, Energía y Minería (MIEM) sobre algunos puntos específicos vinculados al acuerdo, que coincidían con algunos puntos sensibles para Uruguay en las negociaciones. Kreimerman afirma que tras una visita que la cancillería uruguaya realizó a Estados Unidos, se le consultó al MIEM concretamente cuán relevante era para la cartera la implementación de la Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual (LSCA), que en aquel momento aún no tenía aprobación parlamentaria. Esta ley, aprobada finalmente en diciembre de 2014, regula los servicios de radio y televisión. Crea un organismo regulador y dispone mecanismos de fomento a la producción nacional como la “cuota pantalla”. Además, limita la concentración mediática, y por esta razón fue impugnada por la empresa estadounidense de televisión satelital Direct TV, un recurso sobre el que ya decidió la Suprema Corte de Justicia de Uruguay.
 “Hubo planteamientos sobre qué pensábamos hacer con la ley de medios, si la íbamos a implementar, durante la visita a Estados Unidos”, señaló Kreimerman.

Cancillería también consultó al MIEM sobre su estrategia en materia de telecomunicaciones. Uruguay, a través de su empresa estatal de telecomunicaciones Antel, realizó una millonaria inversión para concretar un tendido de fibra óptica que llegue a todos los hogares del país. 
“La respuesta del MIEM fue que por un lado, la fibra óptica era un tema que íbamos a seguir llevando adelante, y que consideramos que a Antel le corresponde ese papel. Sobre la ley SCA, contestamos que no era una ley restrictiva sino abierta y plural. Se nos consultó también sobre la cuota pantalla, que es un tema que este tipo de acuerdos (como el TISA) eliminan, porque tiene que haber igualdad de condiciones, no puede haber cuota para la mano de obra nacional”, explicó Kreimerman.

El exministro de Industria reiteró que no sólo no se discutió sino que ni siquiera se informó en el Consejo de Ministros que Uruguay había pedido entrada al TISA. “Pero está claro que el gobierno ingresó, y por lo tanto hubo mucho más de lo que uno manejaba”, agregó el exjerarca.
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 setiembre de 2013 Uruguay pide ingreso al TISA. En enero de 2014, el embajador de Estados Unidos ante la Organización Mundial del Comercio y demás organismos económicos internacionales con sede en Ginebra, Michael Puncke, le comunicó a la misión uruguaya en Ginebra la disposición de su país a que Uruguay ingresara al TISA, previa aprobación del Congreso de Estados Unidos. Le aclaró que en la nota de solicitud de ingreso, Uruguay debía expresar al mismo tiempo su compromiso de no abrir lo que ya se había negociado. 

Posteriormente, en febrero de 2014, el embajador de Estados Unidos reitera a la misión uruguaya que ese país veía con buenos ojos el ingreso de Uruguay. Al gobierno estadounidense le preocupaban especialmente dos temas, y así lo comunicó. Eran precisamente los señalados por Kreimerman: la transferencia de datos (transborder data) y el sector audiovisual. Puncke transmitió que si la posición de Uruguay en estos temas seguía siendo la misma que tuvo cuando se negoció el TIFA (acuerdo marco sobre comercio e inversión bilateral firmado entre Uruguay y Estados Unidos), entraría en contradicción con algunos avances concretados en las negociaciones del TISA. 
La Internacional de Servicios Públicos (ISP) alertó al movimiento sindical uruguayo sobre el ingreso de Uruguay al TISA en mayo de 2014, a través de la Federación de Funcionarios de OSE (FFOSE), afiliada a esa federación sindical mundial del ramo de servicios. Según explica Ismael Cortazzo, dirigente de FFOSE, entrevistado para este trabajo, ese mismo mes solicitó una entrevista con el dirigente socialista Roberto Conde, que había dejado recientemente su cargo de vicecanciller. Éste le manifestó que no tenía información sobre el TISA. Luego mantuvo una reunión con dirigentes del PIT-CNT, que tampoco estaban al tanto del tema. FFOSE planteó el tema en la Mesa Sindical Coordinadora de Entes (MSCE), que nuclea a los sindicatos de las empresas públicas, y desde este ámbito se trasladó el asunto al secretariado ejecutivo del PIT-CNT.

El 17 de julio de 2014, Almagro concede una entrevista al periódicoLa Diaria, en la que explica que Uruguay resolvió solicitar el ingreso al TISA por la importancia que tiene el comercio de servicios para el país. Dijo que las negociaciones en el TISA tienen como objetivo “establecer un régimen de comercio más amplio, flexible y predecible” que sea “lo suficientemente claro para no impedir que cada gobierno ejerza su propia soberanía para regular ciertos sectores”. “De hecho, las disposiciones del acuerdo estarán sujetas a excepciones generales, a excepciones relativas a la seguridad y a excepciones prudenciales en el caso de los servicios financieros”, dijo Almagro. 
Segunda etapa (julio de 2014-mayo de 2015):

Contactos internacionales, estudio y movilización social
En julio de 2014, Wikileaks filtra un documento sobre las negociaciones del TISA, que da pistas sobre cómo se verían afectados los servicios públicos de los países en caso de aprobarse el acuerdo. Ese mismo mes, la Internacional de Servicios Públicos (ISP) y la red mundial de organizaciones de la sociedad civil Nuestro Mundo No Está en Venta (OWINFS por su sigla en inglés) invitaron a dos uruguayos a participar de un seminario sobre el TISA, con la participación de los expertos que tuvieron a su cargo el análisis de los documentos que filtró Wikileaks. Los dos uruguayos fueron  Viviana Barreto, licenciada en Relaciones Internacionales, integrante  de REDES-Amigos de la Tierra de Uruguay y asesora del Centro de Formación para la Integración Regional (CEFIR) de Uruguay, y el economista Pablo da Rocha, del Instituto Cuesta Duarte, organismo de formación e investigación de la central única de trabajadores del Uruguay, PIT-CNT.  
“CEFIRParticipé en Ginebra de un entrenamiento muy fuerte de una semana. Me vine con el tema, y eso sirvió para que nosotros en REDES-AT  empezáramos a trabajar más de cerca en el tema junto con el PIT-CNT”, recuerda Barreto, entrevistada para este trabajo. 

De todos modos, REDES-AT ya estaba enterada y preocupada por el acuerdo desde antes incluso de la solicitud de ingreso de Uruguay al TISA. 

“REDES-AT ha venido trabajando el tema de la liberalización de mercados hace mucho tiempo. Primero en la OMC, luego contra el ALCA y también respecto a los TLC. Una preocupación fundamental desde siempre fue la liberalización de los servicios”, sostiene Alberto Villarreal, integrante de Redes-Amigos de la Tierra, entrevistado para este trabajo. Ya en las negociaciones de la OMC, “hubo un momento entre la fracasada Ronda del Milenio en Seattle y el inicio de las negociaciones de la Ronda de Doha en que parecía plausible pensar que Uruguay ofrecería los servicios de agua y otros servicios públicos a cambio de mayor acceso al mercado para los productos agrícolas y la carne, fundamentalmente”, y REDES-Amigos de la Tierra alertó sobre esa situación. Junto a la FFOSE  y  la Comisión por el agua y la vida, REDES-AT impulsó la campaña nacional para reformar la Constitución uruguaya y determinar la prohibición de privatizar el agua para consumo humano y saneamiento, reforma que resultó aprobada y se incorporó como artículo 47 a la Constitución. 

En todas estas instancias, REDES-AT había ido tejiendo lazos internacionales y vínculos que le permitieron acceder a información de primera mano sobre las negociaciones del TISA, a partir de organizaciones de distintos países integrantes de la red Nuestro Mundo No Está en Venta (OWINFS), que forma parte de lo que Villarreal denomina el “movimiento altermundista”.  

En paralelo, en CEFIR se comienza a abordar en profundidad el tema. Allí se reunía desde antes un grupo de trabajo denominado “Integración y desarrollo”, en el que participaban, entre otros, Kreimerman, el historiador y director del CEFIR Gerardo Caetano, el economista José Manuel Quijano, el exvicecanciller del gobierno de Mujica Roberto Conde y el exsenador del Frente Amplio Alberto Couriel, entre otros académicos y políticos. A las discusiones del TISA se sumó luego el diputado socialista Roberto Chiazzaro, integrante de la Comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Diputados (que hoy preside). “El grupo funcionaba sobre todo vinculado a las cuestiones del Mercosur y el acuerdo con la Unión Europea, pero cuando apareció lo del TISA, se enfocó directamente a trabajar sobre eso”, señala Barreto.

“Nosotros, como la mayoría de los actores, estábamos un poco al margen de lo que estaba ocurriendo, cuando de pronto nos llegó la información. Y la verdad es que nos resultó muy preocupante, y muy poco creíble”, relata Caetano, entrevistado para este trabajo. Recuerda que se juntó “toda la información que estaba arriba de la mesa”, que fundamentalmente eran documentos de la ISP. “Avanzamos sobre los contenidos y lo que implicaría para Uruguay la firma del TISA, pero también trabajamos sobre la hipótesis de un país que se incorporaba a un proceso ya iniciado y que continuaba negociando, lo cual era un tema absolutamente insoslayable, porque la negociación ya implicaba costos”, señala Caetano.

Barreto y Kreimerman redactaron un primer documento de análisis del acuerdo, con los insumos proporcionados por ISP y derivados de la filtración de Wikileaks, que circuló a la interna de aquel grupo en CEFIR. En ese documento alertaban sobre los impactos negativos que tendría el acuerdo para los servicios públicos en Uruguay y para el desarrollo y la soberanía del país.  

Mientras tanto, el PIT-CNT, movido por las mismas inquietudes, comenzó a discutir el tema en su interna. En el primer semestre del año 2014, el secretario de Relaciones Internacionales de la central sindical, Fernando Gambera, participó en un seminario en Ginebra, donde integrantes de la ISP le advirtieron de la participación de Uruguay en el TISA. “Hay que hacer un reconocimiento expreso a la ISP. Por ahí algún compañero individualmente pudo tener algún contacto con el tema antes y ni siquiera lo registramos, pero concretamente, el primer contacto con el tema que registramos fue en un seminario en Ginebra. Los compañeros de la ISP me preguntaron: ¿vos tenés conciencia de que Uruguay está formando parte de las negociaciones de un tratado que tiene que ver con los servicios, el TISA? Ni yo ni la dirección del movimiento sindical teníamos idea. La verdad, no sabíamos nada”, relata Gambera, entrevistado para este trabajo. Después de ese seminario, la ISP envió documentación y en paralelo, la ISP en Uruguay, a través del dirigente de FFOSE Ismael Cortazzo, se interiorizaba de los alcances del acuerdo. “A través de Ismael y de FFOSE empezamos a tomar contacto con el tema, a informarnos”, recuerda Gambera. En julio, la ISP, como ya fue mencionado, invita a da Rocha y Barreto a viajar a Ginebra y capacitarse en el tema. Al llegar de esa actividad, da Rocha elabora un informe, y con ese insumo, el secretariado ejecutivo del PIT-CNT resuelve comenzar acciones contra el TISA. 

Por un lado, el 20 de agosto de 2014, la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado (COFE, del PIT-CNT) y las organizaciones miembro de la Confederación Latinoamericana y del Caribe de Trabajadores Estatales (CLATE) habían rechazado mediante una declaración el acuerdo. Habían manifestado que el TISA procura “eliminar o reducir al máximo las fronteras económicas internacionales, los sistemas regulatorios que preservan los derechos de los trabajadores y el papel de las empresas y servicios públicos”, y esto “genera pérdidas significativas de soberanía nacional y derechos democráticos”. 

De otra parte, en el II Seminario Internacional de Empresas Públicas (http://www.antel.com.uy/siempre/2014/agenda/) co-organizado por ANTEL y el Transnational Institute (TNI) de Holanda, el 2 y 3 de septiembre, el dirigente sindical portuario y miembro del Secretariado Ejecutivo del PIT-CNT Oscar López y Alberto Villarreal de REDES-AT compartieron un panel en el que ambos denunciaron las amenazas que suponía el TISA para las empresas estatales del Uruguay y los servicios públicos en general. En el seminario participaron además del entonces presidente José Mujica y el ministro de Industria, los directores de las principales empresas estatales de Uruguay (ANCAP, UTE, ANTEL -cuya presidenta es la actual Ministra de Industria-, OSE, BSE), el secretario general del PIT-CNT Marcelo Abdala y otros destacados dirigentes de la Mesa Sindical Coordinadora de Entes, que aglutina a los sindicatos de las empresas públicas del Uruguay dentro del PIT-CNT.
Luego, tras la decisión antedicha del secretariado ejecutivo del PIT-CNT de iniciar acciones contra el TISA, la central sindical junto a REDES-Amigos de la Tierra solicitan una reunión con la cancillería encabezada por Almagro, con la que tenían “línea directa” y una “muy buena relación”, sostiene Gambera. La “línea directa” implicaba incluso que jerarcas de diferentes reparticiones del ministerio acudieran a la sede de la central sindical para hacer “pormenorizados informes” de las negociaciones que mantenía Uruguay con terceros países y bloques. 

El 13 de octubre de 2014 se concreta la primera reunión en la cancillería, donde los dirigentes sindicales y los integrantes de REDES-AT le expresan al canciller su preocupación por los impactos que tendría el acuerdo para Uruguay. Almagro argumenta que no tiene mucha información, y los dirigentes sindicales le trasladan la información que les facilitó la ISP. El canciller afirma que para el gobierno era mejor estar desde el inicio en las negociaciones para poder manifestar la posición de Uruguay, y además porque el TISA marcaría las relaciones en el comercio de servicios a futuro, relató Cortazzo, entrevistado para este trabajo. Almagro sostiene que Uruguay en cualquier momento podría abandonar las negociaciones si el camino que se tomaba no era favorable para el país. El canciller les informa en ese encuentro que Estados Unidos estaba reticente a que Uruguay ingresara al TISA. A los pocos días, Cortazzo, Óscar López y Alberto Villarreal viajan a Ginebra, invitados por la ISP, la FES y la red Nuestro Mundo No Está en Venta a un Foro Mundial sobre el Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) de la OMC y el TISA, y una reunión internacional de estrategias contra el TISA, el 17 y 18 de octubre en Ginebra. Allí, López, Cortazzo y Villarreal, junto a representantes de la red Nuestro Mundo No Está en Venta, mantienen una reunión con el embajador uruguayo ante la OMC, Francisco Píriz, quien tampoco les da detalles sobre los alcances del acuerdo. 

Después hay un segundo encuentro con el canciller, el 16 de octubre. Una tercera reunión se realiza en noviembre y una cuarta el 3 de febrero de 2015. “En esas primeras instancias, la versión de cancillería fue: nosotros estamos viendo de qué se trata, no estamos comprometidos en nada todavía, no hemos firmado nada, no tenemos vinculación directa con el tema, simplemente queremos ver de qué se trata”, recuerda Gambera. La central y REDES-AT le plantearon la sensibilidad del tema, tratándose de los servicios, y en especial los públicos. Le recordaron a Almagro la decisión de la ciudadanía cuando en 1992, mediante referéndum, derogó las leyes del gobierno de Luis Alberto Lacalle que privatizaban las empresas públicas. Almagro les respondió que comunicaría sus inquietudes a la representación permanente de Uruguay ante la OMC. 

El 4 de febrero de 2015, tras la aprobación del Congreso de Estados Unidos, se acepta el ingreso de Uruguay al TISA. Un informe elaborado por la presidencia del Frente Amplio en marzo de 2015 da cuenta de que un mes y medio después de solicitar el ingreso al TISA, el 7 de noviembre de 2013, Uruguay participó en carácter de invitado en una sesión de transparencia con el resto de los miembros negociadores  del acuerdo, y luego de ello, se mantuvieron reuniones bilaterales informales con varias delegaciones. Uruguay participó por primera vez formalmente en la ronda de negociaciones del acuerdo que se realizó del 9 al 13 de febrero de 2015 en Ginebra. 

El 6 de febrero de 2015, REDES-AT y el PIT-CNT elaboraron una carta dirigida al canciller Almagro en la que expresaron “serias dudas de que la participación del Uruguay en las negociaciones del TISA favorezca” el objetivo del gobierno de diversificar la matriz productiva y generar empleo de calidad. “Más bien es dable pensar que va a actuar en sentido contrario”, evaluaron las organizaciones. Señalaron que es “ilusorio pensar que Uruguay podrá incidir mayormente en las negociaciones del TISA, menos aún cuando se le exige como condición de ingreso a las negociaciones que acepte (sin siquiera haberlos visto, estudiado y evaluado) los textos ya aprobados por los miembros actuales del TISA”. Recordaron que Uruguay estaba al tanto de los contenidos de las negociaciones ya en diciembre de 2014, cuando mantuvo reuniones entre actores estatales involucrados en el tema para discutir los borradores de lo acordado hasta el momento en las negociaciones. También mencionaron las desventajas del acuerdo: negociación en base a listas negativas, asunción de compromisos de liberalización en sectores de servicios que aun no existen,  imposibilidad de regular a posteriori, imposibilidad de nacionalizar un sector luego de que se ha liberalizado, entre otras. Finalmente, expresaron su “enorme preocupación y alarma ante el ingreso del Uruguay a las negociaciones del TISA” y exhortaron a que “no se realice cualquier acción de avance sin que antes se hayan puesto a disposición de las partes interesadas los textos de dicha negociación, se hayan dado las consultas debidas más allá de "los diferentes actores estatales involucrados en la temática", para “poder evaluar a ciencia cierta (y con los textos en la mano) si Uruguay puede efectivamente aceptar los textos acordados hasta la fecha de su ingreso a las negociaciones y si éstas son en sentido más general convenientes para los intereses nacionales, y en particular para los intereses de los trabajadores y el pueblo uruguayo, antes que Uruguay presente su oferta”. Solicitaron que se instalara un espacio de trabajo para poder “discutir en profundidad y con los textos en mano acerca de los riesgos y oportunidades que ofrecen estas negociaciones tan sensibles para las perspectivas de desarrollo nacional y de caro interés para las y los trabajadores y la sociedad civil”.

El 18 de marzo FESUR y la ISP organizaron un taller sobre el TISA y el Papel del Movimiento Sindical, con participación de la Secretaría de Relaciones Internacionales del PIT-CNT, el secretario regional de la ISP, dirigentes de todos los sindicatos nacionales de funcionarios del Estado, el coordinador del programa sindical de FESUR e integrantes de REDES-AT como invitados. Entre otras cosas, en ese encuentro se consensuaron acciones concretas a encaminar en un escenario nuevo, tras la asunción del gobierno de Tabaré Vázquez el 1º de marzo de 2015.

El 27 de marzo de 2015, a pocos días de asumir la presidencia, Tabaré Vázquez concedió una entrevista al PIT-CNT. Uno de los temas que le planteó la central sindical fue el ingreso de Uruguay al TISA. “No sé de qué me están hablando, por lo tanto no les puedo dar respuesta ninguna. Mi estilo es informarme sobre un tema y después dar respuesta”, les contestó, según recuerda Gambera. Vázquez miró a su ministro de Trabajo designado, Ernesto Murro, y al director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto designado, Álvaro García, como preguntándoles si estaban al tanto del asunto, y ambos negaron con la cabeza. Gambera le comentó la preocupación del PIT-CNT en temas como telecomunicaciones y la imposibilidad de nacionalizar servicios una vez liberalizados. Vázquez se encogió de hombros, prometió informarse y dar una respuesta. 
En abril de 2015, en el programa radial En Perspectiva de radio Oriental, el nuevo canciller de la actual administración Rodolfo Nin Novoa dijo que el TISA no fue un tema de conversación en las reuniones de transición con el anterior gobierno. “Ese fue un bache que tuvimos en la transición, no atribuible por supuesto a un espíritu de secretismo, sino porque fue todo muy reciente. Nos sorprendimos un poco”, manifestó. Dijo también que era necesario estar en el TISA para no quedarse “afuera de la discusión” que llevan adelante países que “representan el 70% del flujo del comercio mundial” y porque “no estar es peor, es perder el acceso a mercados”. Sostuvo que estar en las negociaciones “no implica ningún compromiso para el país” y que en cualquier momento el país podía no aceptar el acuerdo. Ese mismo mes, Uruguay debía presentar sus ofertas y listas de excepciones en las rondas de negociaciones del TISA, pero no lo hizo. 

El 23 de abril de 2015, 18 sindicatos, entre ellos los gremios de las empresas públicas, los metalúrgicos y los trabajadores de la construcción, realizaron un paro general parcial con apoyo del PIT-CNT, que incluyó una movilización de cerca de 10 mil trabajadores. El TISA fue un punto central de la plataforma. "Nadie puede sostener que Uruguay va a hacer prosperar sus intereses y va a salir como una princesa del TISA. No se puede ser tan angelical y no entender que allí están las grandes corporaciones que fundieron al planeta en 2008", manifestó en el acto el dirigente metalúrgico Marcelo Abdala. "Ningún TISA. Uruguay no puede entrar en un boniato al servicio del gran capital y contra los intereses de los pueblos", manifestó. En el tradicional  acto del 1º de Mayo, Día Internacional de los Trabajadores, el TISA también formó parte importante de la plataforma reivindicativa.  

El 12 de mayo la ISP, FESUR, el PIT-CNT y REDES-AT organizaron el seminario regional “TISA, los riesgos de los falsos atajos: miradas desde el Sur”, con la participación como panelistas del exvicecanciller Roberto Conde, Kreimermann, el secretario regional de la ISP Jocelio Drummond, Gambera y Villarreal.La actividad contó además con amplia participación de dirigentes sindicales nacionales, de la Confederación Sindical de las Américas, de la Coordinadora de Centrales Sindicales del Cono Sur y de las oficinas regionales de las federaciones sindicales mundiales IndustriALL y UNIGlobal.

El 21 de mayo, el grupo de académicos que seguía trabajando en CEFIR en torno al tema, junto a otros intelectuales, dirigentes sindicales y referentes políticos del Frente Amplio, firman una carta pública de rechazo al TISA. “La carta surge por el desconocimiento de lo que se estaba tratando, el desconocimiento de Uruguay como país. Muchos de los firmantes teníamos una visión similar en cuanto a las consecuencias negativas del acuerdo, en cuanto a lo que implica la negociación plurilateral y lo que le interesa a los países desarrollados. En las cuestiones prácticas, el acuerdo también era muy malo”, señala Kreimerman, para entonces flamante exministro de Industria. 

En la carta, los firmantes sostienen que sumarse al acuerdo iba a implicar “el retroceso del Estado -con el menoscabo de sus empresas públicas- como motor del desarrollo". Cuestionaron que el acuerdo no reconozca las “profundas asimetrías entre los países", así como "la naturaleza secreta de las negociaciones” y la “falta de información y participación de los ciudadanos, en lo que configura una verdadera práctica antidemocrática, mientras las grandes corporaciones de los países desarrollados definen la agenda de temas, controlan y pautan la negociación e imponen las grandes definiciones". Concluyeron que Uruguay iba a tener “poco para ganar en este acuerdo y mucho para perder”, y recomendaron “un debate genuino y profundo sobre el tema”. Finalmente, solicitaron que Uruguay se abstuviera de presentar sus listas de excepciones en la próxima ronda de negociaciones. La carta fue firmada, entre otros, por Kreimerman, Caetano, el exministro de Desarrollo Social del gobierno de José Mujica Daniel Olesker, el rector de la Universidad de la República Roberto Markarian, dirigentes sindicales y los legisladores frenteamplistas Alejandro Sánchez (por entonces presidente de la Cámara de Representantes), Constanza Moreira, Roberto Chiazzaro y Macarena Gelman.
Tercera etapa (mayo de 2015-setiembre de 2015):

Definición política del Frente Amplio, salida del TISA
El 4 de mayo de 2015, el presidente Tabaré Vázquez transmite a sus ministros, durante una reunión de gabinete, su voluntad de que el Frente Amplio tenga una “discusión política” sobre el tema, y remarca que la definición final del asunto será política.
 El presidente comunica esta decisión al Frente Amplio. 

A partir de ese momento, el Frente Amplio organiza en su sede una serie de encuentros de dirigentes de la coalición de izquierda con los ministros de gobierno, para que expusieran su visión sobre el acuerdo. A esas reuniones son invitados también los académicos que trabajaron el tema en CEFIR. En ese ámbito se conocen críticas al acuerdo por parte de los ministros de Trabajo y Seguridad Social, Ernesto Murro; de Ganadería, Agricultura y Pesca, Tabaré Aguerre; y de Industria, Energía y Minería, Carolina Cosse, entre otros.   

El ministro de Ganadería manifestó su preocupación por los impactos que podría generar el TISA para algunos servicios de información que son políticas estratégicas del ministerio, como la trazabilidad del ganado, y también el impacto de las disposiciones sobre propiedad intelectual para las investigaciones realizadas en materia agrícola.
 

La ministra de Industria también cuestionó varios puntos del acuerdo en ese ámbito, según informaron dirigentes del Frente Amplio.
 Dijo que la liberalización de servicios que se propone en las negociaciones del TISA no sería conveniente para el país. Apuntó que sólo beneficiaría al 6% a los denominados servicios globales. En Uruguay, gran parte de estos servicios globales están en régimen de zonas francas o son pequeñas empresas que nunca podrían competir en pie de igualdad con las transnacionales, argumentó la ministra. Además, la ministra descartó de plano liberalizar el sector de las telecomunicaciones. 

El ministro de Trabajo y Seguridad Social, en tanto, alertó sobre la posibilidad de que el TISA vulnerara convenios laborales internacionales que Uruguay ha firmado.

Tras estas exposiciones, llegaron los primeros pronunciamientos de los sectores políticos del Frente Amplio. El sector Compromiso Frenteamplista, al que pertenece el actual vicepresidente Raúl Sendic, resolvió el 26 de junio que no era conveniente para Uruguay seguir participando en las negociaciones. Días después transmitió mediante una declaración que el objetivo de este tipo de acuerdos es “poner al servicio de las multinacionales un marco jurídico internacional que permita derribar marcos jurídicos nacionales que defienden la soberanía de los Estados para definir políticas y estrategias al servicio de sus planes de desarrollo”. 

Pocos días después llegó el pronunciamiento del Partido Comunista del Uruguay (PCU). El 5 de julio de 2015, ese sector rechazó el TISA porque “implica una opción de inserción internacional que incrementa la dependencia y pone en peligro conquistas históricas”, y reclamó que Uruguay se retirara de las negociaciones. 

En este contexto, el gobierno uruguayo resolvió no presentar sus ofertas y listas de excepciones en la ronda de negociaciones del TISA que se realizó a principios de julio. 

En paralelo, los pronunciamientos contra el acuerdo y las filtraciones continuaban. El 3 de junio de 2015, Wikileaks publica 17 documentos secretos sobre el TISA que concluyen que el acuerdo procura desregular servicios de salud, agua, financieros, telecomunicaciones y transporte, entre otros. Los textos revelan, por ejemplo, las restricciones que se pretenden establecer a los gobiernos en el control y resguardo de las bases de datos personales de sus ciudadanos; la obligación establecida para los firmantes del acuerdo de otorgar a los proveedores de servicios financieros extranjeros el mismo trato que a los nacionales; la mercantilización de los servicios de salud y medio ambiente; la potestad que se brinda a tribunales comerciales privados para resolver aspectos de regulación de los Estados. En Uruguay, la información revelada por Wikileaks tuvo repercusión en todos los medios de prensa nacionales, incluyendo periódicos impresos, portales digitales, radio y televisión.  
El 23 de junio, el Consejo Directivo Central de la Universidad de la República de Uruguay (UDELAR) se pronuncia en contra de que Uruguay continúe en las negociaciones del TISA. El organismo declara que “ha procurado sin éxito obtener información oficial sobre las características y metas generales” del TISA. Denuncia “el carácter secreto de las negociaciones, que dificulta la difusión de cualquiera de sus variantes”, y “manifiesta la firme opinión sobre que el país no debe avanzar en las tratativas de estos acuerdos hasta que no se abra una discusión pública de sus características y contenidos”. El pronunciamiento del máximo organismo de la UDELAR se basó en un informe elaborado por el Doctor en Ciencia Política Lincoln Bizzozero. En él se señalaba que el hecho de que el TISA no incluyera expresamente a la educación, dejaba a ésta “como un servicio más pasible de ser negociado, y por ende de generar efectos para todos los Estados que terminen acordando el TISA”. “El que un Estado quede constreñido en reglamentar la salud o definir lineamientos de educación no solamente limitará la soberanía estatal en el marco de las políticas públicas, sino también hará que los ciudadanos queden expuestos a la falta de esa cobertura pública que ha posibilitado una universalización de algunos servicios considerados básicos”, argumentaba Bizzozero.

El 22 de julio de 2015, REDES-AT y el PIT-CNT elaboraron el documento “El TISA y las amenazas que entraña”, que remitieron al Frente Amplio, en pleno proceso de discusión a la interna de la coalición de izquierda sobre el TISA. Allí señalaron algunas amenazas que a su entender entrañaba el acuerdo, como la negociación en base a listas negativas, la cláusula de “mantenimiento del statu quo” que limita la capacidad de regular los servicios con posterioridad al acuerdo, la cláusula “trinquete” -que significa que una vez que el mercado de un sector está abierto ya no es posible nacionalizarlo-, la inclusión de disciplinas nuevas y más liberalizadoras y desreguladoras que las que existen en el GATS, el perjuicio a sectores sensibles como el financiero y el de telecomunicaciones, entre otras. “Permanecer en esta mesa de negociación, además de los inmensos riesgos para la capacidad de desarrollo de nuestro país, significa legitimar una dinámica de negociación que va en directa contradicción con la necesidad de construir poder efectivo y autónomo desde el Sur global, especialmente desde América Latina. Permaneciendo en las negociaciones, el gobierno se aleja del compromiso asumido con la ciudadanía uruguaya que respaldó las bases programáticas de la fuerza política”, sostenían las organizaciones en el documento. 

Con base en ese documento conjunto, integrantes de REDES-AT desplegaron desde la última semana de julio hasta el 4 de septiembre reuniones de incidencia con dirigentes y legisladores del Frente Amplio gobernante y sus sectores, entre ellos del sector mayoritario MPP del expresidente y hoy senador José Mujica (incluidos los diputados Alejandro Sánchez, Daniel Caggiani y Lilián Galán), del Partido Socialista (incluido el diputado Chiazzaro), de Compromiso Frenteamplista del vicepresidente Raúl Sendic (incluidos el propio Sendic como presidente del Senado y ex-jerarca de ANCAP y el senador Leonardo de León, ex-jerarca de ALUR), Vertiente Artiguista (el ex-senador Enrique Rubio), y Casa Grande (incluida su referente principal, la senadora Constanza Moreira).

El 27 de julio, en el panel de discusión “Hacia dónde va el Mercosur”, organizado por el coordinador de la Bancada Progresista del PARLASUR y el Alto Comisionado del MERCOSUR, los tres principales panelistas uruguayos –Gerardo Caetano del CEFIR, Fernando Gambera del PIT-CNT y Caggiani (vicepresidente del PARLASUR)– hicieron énfasis en la amenaza que entrañaba el TISA (y la participación de Uruguay en esas negociaciones) para el Mercosur.

El 4 de agosto, tras la comparecencia del canciller Nin a comisión de Asuntos Internacionales de la Cámara de Diputados, la licenciada Viviana Barreto (integrante de REDES-AT y CEFIR) y el economista José Manuel Quijano realizaron un análisis de las palabras del ministro en una nota para el Semanario “Voces”
, donde refutaron punto por punto algunas de las afirmaciones realizadas por el canciller, por ejemplo, que el TISA se trataba de una “política de Estado”, o su interpretación respecto a la necesidad de presentar listas negativas en la próxima ronda de negociaciones del acuerdo. 

Entretanto, el 6 de agosto el PIT-CNT realizó un paro general de 24 horas donde uno de los puntos principales de su plataforma reivindicativa fue el rechazo al TISA.

El Frente Amplio fijó un plenario nacional para el 5 de setiembre de 2015 a fin de adoptar posición sobre el TISA. Días antes de esa fecha, hubo más pronunciamientos sectoriales contrarios al acuerdo, que se sumaron a los de Compromiso Frenteamplista y el Partido Comunista, además de un sinnúmero de discusiones y debates sobre el TISA convocados por los Comités de Base del FA el 25 de agosto, Día del Comité de Base, en los que participaron como expositores invitados integrantes del PIT-CNT, REDES-AT y toda la amplia gama de fuerzas políticas y sociales interesadas en debatir el TISA

El 29 de agosto, la Dirección Nacional del Movimiento de Participación Popular (MPP), el sector mayoritario del Frente Amplio, se pronunció a favor de que Uruguay abandonara las negociaciones del TISA, tras discutir un informe elaborado por la secretaría de Relaciones Internacionales del sector. Para esta decisión se valoró especialmente la inserción internacional de Uruguay, su vínculo con la región y el “mantenimiento de la soberanía y las empresas públicas”. 

El 3 de setiembre de 2015, el Comité Ejecutivo Nacional del Partido Socialista -al que perteneció hasta hace pocos años el presidente Tabaré Vázquez- se pronunció en contra el TISA, y recomendó al gobierno “valorar políticamente el momento oportuno para concluir nuestra permanencia en las negociaciones”. Entre otros puntos, valoraron que el TISA “amplía los riesgos de la liberalización, privatización y desregulación de actividades esenciales, algunas de las cuales pasan de ser necesidades básicas de la población a objetos de comercialización”, e “inhibiría o dificultaría las posibilidades para el desenvolvimiento de la agenda de desarrollo del país que propone nuestro programa”. 

Ese mismo día se pronunció otro sector frenteamplista, Casa Grande. Consideró que las disposiciones del TISA son contrarias al programa del Frente Amplio, porque para este acuerdo “la función del Estado debe ser mínima y fundamentalmente de liberalización y desregulación de los servicios”. 

El 5 de setiembre, el Plenario Nacional del Frente Amplio planteó en una resolución la “inconveniencia de seguir participando de las negociaciones del TISA”, de acuerdo a su visión “sobre el desarrollo integral de la Nación, enmarcado en las definiciones programáticas, declaración constitutiva y estatutos” de la coalición de izquierda de Uruguay. La resolución se aprobó por 117 votos contra 22. Los sectores que se pronunciaron a favor de continuar en las negociaciones fueron los que conforman el espacio político denominado “Frente Liber Seregni”, que incluye los sectores a los que pertenecen el canciller Nin y el ministro de Economía y Finanzas, Danilo Astori.

El 7 de setiembre, tras una sesión del Consejo de Ministros, la ministra de Turismo de Uruguay, Liliam Kechichian, anunció la decisión del gobierno de retirarse de las negociaciones del TISA, a raíz de la decisión del plenario del Frente Amplio. "Se tuvo en cuenta esencialmente la resolución de nuestra fuerza política", comunicó Kechichian. 
2. Factores que determinaron la salida de Uruguay del TISA
A efectos de detallar los factores que incidieron en la salida de Uruguay del TISA, conviene distinguir entre lo que llamaremos “factores estructurales” por un lado, y “factores coyunturales”, por el otro. Los factores estructurales tienen que ver, por ejemplo, con la historia del país, con las características y el peso de las organizaciones sociales y políticas de Uruguay. Estos factores no serían claramente replicables a otras experiencias similares en otros países, ya que tienen que ver con circunstancias estructurales del país, de su historia y de sus organizaciones.

Los “factores coyunturales”, en cambio, responden más bien a la dinámica de los vínculos y de los procesos, y por este motivo pueden ser replicables en experiencias similares en otros contextos.
A. Factores estructurales 
1. Tendencia de la población uruguaya a defender las empresas públicas, imaginario “estatista”
José Batlle y Ordóñez fue el presidente más influyente en la historia del Uruguay. Impulsor de un laicismo radical, promotor de leyes que consagraron derechos de avanzada en la época para los trabajadores y para las mujeres, fue también un ferviente defensor del papel del Estado en la economía. Dispuso la estatización del Banco República en 1911 y la nacionalización del transporte ferroviario, a partir de la creación de la Administración de Ferrocarriles del Estado, en 1915. La  presidencia de este referente del Partido Colorado fue uno de los factores que contribuyó a arraigar una fuerte “cultura estatista” en el Uruguay, que perdura hasta hoy.
 En 1992, cuando en todos los países de la región se concretaban privatizaciones de servicios públicos esenciales a impulsos de las visiones neoliberales que campeaban, Uruguay sometió a referéndum las leyes que eliminaban monopolios estatales como el de los seguros, y habilitaban la asociación de empresas públicas con privados en otros casos, como el de la compañía de telecomunicaciones. Gracias a esos referendos en defensa de las empresas públicas, entre otros factores, en Uruguay, en mayor grado aún que en el resto de los países de América Latina, las empresas estatales de servicios públicos son todavía hoy un sector importante y de mucho peso en la economía del país.

Esta “cultura estatista” tuvo un peso fundamental en la movilización social y en el posicionamiento del Frente Amplio contra el TISA, sostiene Kreimerman. “Como visión de desarrollo del país, las empresas públicas juegan un rol fundamental”, afirma. Agrega que Uruguay tiene una “visión reguladora en todo sentido”, y que para algunas personas con mayor conocimiento técnico pesaron algunos elementos específicos como las compras públicas. “Pesó el tema de que esto era una continuación de lo que las grandes multinacionales quieren: tener igualadas a su favor las reglas de juego del mundo, además del temor sobre temas de salud, educación y ambientales”, sintetiza el exministro de Industria. “Uruguay es un país que cuida mucho la soberanía de los bienes públicos”, coincide Mario Piacenza, director de Relaciones Internacionales del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, entrevistado para este trabajo. Barreto sostiene que el peligro que podía implicar el TISA para las empresas públicas fue “la clave para sensibilizar”, sobre todo para visibilizar que la privatización de los servicios públicos implicaba un “retroceso” en la historia uruguaya.  

“Cuando rascás un poquito, existe esa concepción de soberanía que tiene la mayoría de nuestro pueblo”, sintetiza el director nacional de Trabajo del actual gobierno uruguayo, Juan Castillo, entrevistado para este trabajo. “No conozco otro país del mundo que se haya defendido contra su gobierno y la intencionalidad de privatizar las empresas públicas nacionales, con un referéndum  donde el rechazo llegó al 73%. Podemos decir que tres de cada cuatro uruguayos defiende el rol de las empresas públicas”, señala Castillo. 

Gambera apunta que esta concepción de defensa de las empresas públicas está presente también en los trabajadores del sector privado, que “sienten que las empresas públicas, particularmente las más productivas y estratégicas como Antel, Ancap, UTE y OSE, son parte de un modelo de desarrollo que hay que preservar”. 
2. Pertenencia de Uruguay al Mercosur
Uruguay integra el Mercosur desde 1991, junto a Brasil, Argentina, Paraguay y Venezuela. Este proyecto de unión aduanera, además de establecer un Arancel Externo Común (AEC), dispuso la obligatoriedad para sus socios de negociar en bloque con terceros países o bloques. Cualquier excepción encaminada al bilateralismo debe ser planteada en el ámbito del Mercosur y obtener la aceptación de sus socios. 

El historiador Gerardo Caetano considera que este fue uno de los factores que pesó en la decisión del gobierno de retirarse del TISA. Al factor estructural de la pertenencia al bloque se suma un factor coyuntural, y es que en 2015, ninguno de los países que integraban el Mercosur estaba en el TISA, y en Brasil y Argentina estaban en el poder gobiernos “progresistas”, menos alineados con las visiones aperturistas desde el punto de vista económico. 

Caetano afirma que para Brasil y para Argentina, el ingreso de Uruguay al TISA fue “una noticia muy negativa”. “A tal punto que la primera cumbre de presidentes del Mercosur que se hace en Brasilia luego de que conociera el ingreso de Uruguay al TISA es muy dura. Allí se le recrimina a Uruguay el inicio de negociaciones en secreto de las que no estaban informados sus socios”, sostiene el historiador. Caetano cuenta que la delegación uruguaya acudió a esa cumbre con la voluntad de plantear un “sinceramiento” en el Mercosur, que incluía la denuncia de que muchas normas no se estaban cumpliendo y un reclamo de “flexibilidad” para negociar con terceros países o bloques, y ni siquiera llegó a hacerlo dado el clima del encuentro y las recriminaciones que recibió. “Lo que nosotros sabemos es que en esa reunión de la cumbre de Brasilia, Uruguay recibió reproches durísimos por parte de Brasil y de Argentina. La delegación uruguaya vino muy sorprendida”, señala el historiador. 

Kreimerman evalúa que “en algún sector de la izquierda pesó el apartamiento de la política tradicional del Uruguay de ir al multilateralismo, y todavía apartarse del Mercosur”. “Porque estaba claro que los países vecinos no estaban en la misma sintonía”, subraya.
3. Unidad de la izquierda política (sumado a estructura democrática de toma de decisiones) y unidad del movimiento sindical
En 1966 surgió en Uruguay la Convención Nacional de los Trabajadores (CNT), que nucleó a todas las corrientes sindicales en un único espacio. Después de la dictadura uruguaya (1973-1985) hubo algunos intentos de crear centrales sindicales en oposición a esta central única (denominada luego PIT-CNT), pero estas corrientes han sido siempre muy minoritarias. El PIT-CNT tiene un peso clave por tanto en la vida laboral y política del país.

Uruguay también se caracteriza por la unidad de su izquierda política, a partir de la fundación del Frente Amplio en 1971. Actualmente hay desprendimientos por izquierda del Frente Amplio, como la creación de la Unidad Popular, pero también son intentos muy minoritarios. El mecanismo de toma de decisiones en el Frente Amplio, donde se discute, se vota y se acata, garantiza que toda la coalición de izquierda generalmente acompañe las decisiones de sus mayorías. Esto fue precisamente lo que sucedió en el plenario que resolvió sobre el TISA; pese a que hubo sectores que se opusieron a abandonar las negociaciones, toda la coalición de izquierda acató retirarse del acuerdo, y el presidente Tabaré Vázquez se hizo eco de esta decisión. Kreimerman reflexiona que la estructura democrática de participación propia del Frente Amplio, a través de sus comités de base, fue una plataforma imprescindible para difundir la información sobre el TISA y habilitar los debates con los militantes frenteamplistas, con participación de referentes informados. 

En el mismo sentido, la decisión del PIT-CNT de oponerse al TISA garantizó la movilización contra el acuerdo de los sindicatos más fuertes del país, como el de la construcción, los metalúrgicos y los sindicatos de las empresas públicas. 
4. Denso tejido de vasos comunicantes entre el Frente Amplio y el movimiento sindical
El PIT-CNT forma parte de la base social de apoyo al Frente Amplio. En algunos casos, incluso, esto se refleja en exdirigentes sindicales ocupando cargos claves en el gobierno. Los dirigentes sindicales integran además, en muchos casos, las orgánicas de los sectores políticos que forman parte del Frente Amplio. Este vínculo estrecho permitió que fluyera fácilmente la información, y el posicionamiento del PIT-CNT incidió en la postura que adoptaron posteriormente los distintos sectores de la coalición de izquierda. 

“Obviamente nosotros operamos sobre la fuerza política: sobre los diputados, sobre los senadores, sobre la dirección de la fuerza política, a través de reuniones con la presidencia del Frente Amplio y a partir de vinculaciones orgánicas de algunos de nuestros dirigentes”, señala Gambera.
5. Peso político de la central de trabajadores y posición mayoritaria de la izquierda política
El PIT-CNT tiene un alto nivel de afiliación en comparación con centrales de otros países de América Latina. Este factor, sumado a que se trata de una central única, incrementa su peso político. El 22% de los trabajadores uruguayos está afiliado a algún sindicato. 

El Frente Amplio, en tanto, va por su tercer mandato de gobierno consecutivo desde 2004 y obtuvo el apoyo del 48% de la población en las últimas elecciones. Hablamos, por lo tanto, de un movimiento sindical fuerte y de un partido político mayoritario como actores que jugaron en oposición al TISA. 
B. Factores coyunturales
Dentro de los factores coyunturales haremos una subdivisión entre aquellos que son producto de la movilización social, y aquellos que son fruto de dinámicas políticas particulares que no se vinculan con la movilización social. 
I. Dinámicas políticas particulares
1. Matices entre líderes del Frente Amplio y cambio de gobierno
Varios entrevistados para este trabajo coincidieron en señalar que la decisión de Tabaré Vázquez de someter la permanencia en las negociaciones del TISA a consideración del Plenario del Frente Amplio fue “fundamental”. “Pesa mucho el presidente al resolver que una decisión del Poder Ejecutivo pase por el Plenario. Eso fue determinante. El presidente Vázquez resolvió eso en función de la sensibilidad del tema, de que no era un tema consensuado políticamente en la sociedad y de que este formato de discutir a puertas cerradas es muy complejo desde el punto de vista  democrático”, valora Piacenza. 
Varios entrevistados coincidieron de todos modos en señalar que un factor clave que jugó para el alejamiento de Uruguay del TISA fue el hecho de que el gobierno de Tabaré Vázquez debía definir sobre una política que había impulsado el gobierno anterior, encabezado por José Mujica. Si bien ambos líderes pertenecen a la misma coalición política y mantienen comunicación fluida sobre varios temas, son notorios los matices  entre ambos, que por otra parte son las figuras políticas de mayor popularidad en Uruguay, y junto con el ministro de Economía Astori, los tres principales referentes del FA. 

“Vázquez, una vez que supo del asunto (del TISA), deslindó toda responsabilidad, en algo que creo que se explica sobre todo por su confrontación con Mujica, más que por otra cosa. Dijo: 'yo esto lo heredo, que lo defina la fuerza política'”, interpreta Caetano. Considera que también le puede haber generado molestia a Vázquez el hecho de que el gobierno anterior no le haya informado sobre el ingreso al TISA en las reuniones de transición, como fue mencionado anteriormente. “Algunos tenían la duda de qué iba a hacser Tabaré Vázquez. Vázquez fue absolutamente claro, asumió la postura de la fuerza política. No era una cuestión de convicción ideológica, era: 'Yo heredo esto, no me cuentan, a mí esto no me lo hacen. Frente a una decisión de esta envergadura, me hago cargo de la decisión del partido de gobierno en un tema crucial'”, indica Caetano. Al mismo tiempo, el gabinete ministerial del gobierno de Vázquez no tiene representatividad sectorial, entre los ministros no hay en general referentes de los sectores del Frente Amplio, y la forma de que la decisión tuviera representatividad era someterla a consideración del FA directamente. 

Barreto coincide con la evaluación de que hubo una voluntad de marcar diferencias respecto al gobierno anterior. “Un factor que jugó fue que nos metimos en el TISA con el gobierno anterior, y en esa lógica del gobierno de Tabaré Vázquez de poner una mirada crítica a algunas cuestiones de la gestión anterior, eso fue importante. Si eso no hubiera sido así, no sé si hubiéramos tenido la misma suerte”, valora. 

“El gobierno se lavó las manos, porque total, (el proceso de ingreso al TISA) lo había iniciado el gobierno anterior”, grafica Gambera.
2. Configuración de fuerzas interna del Frente Amplio
En el Plenario del Frente Amplio tienen una posición mayoritaria los sectores contrarios a las estrategias de inserción internacional basadas en el bilateralismo, o en su variante del “regionalismo abierto”. “El peso que todavía tienen los sectores más revolucionarios dentro del proceso de izquierda ayudó”, considera Castillo, quien es además dirigente del Partido Comunista. “La posición de la mayoría de los sectores del FA no es proclive a este tipo de acuerdos”, sintetiza Caetano. “Los ministros fueron a hacer distintas exposiciones, y algunos de ellos fueron muy contundentes, por ejemplo Murro por el tema laboral. El programa del FA está muy lejos de esto”, apunta en el mismo sentido el diputado del Partido Socialista Roberto Chiazzaro, entrevistado para este trabajo. La postura contraria a este tipo de inserción internacional, mayoritaria en el FA, se refleja en las discusiones programáticas de los últimos Congresos, y quedó patente en la votación del Plenario que resolvió la salida del TISA. De 139 votos, sólo 22 (correspondientes a los sectores que conforman el Frente Liber Seregni, como ya se señaló) se inclinaron por permanecer en las negociaciones. 

Caetano considera que “el actor más relevante” para que Uruguay abandonara las negociaciones del TISA fue el Frente Amplio. “Si el Frente Amplio no actuaba, podía pasar cualquier cosa. Porque el gabinete es muy raro, no representa al partido de gobierno, su correlación de fuerzas no tiene que ver con el mapa electoral que emerge de la soberanía popular. Y el presidente tiene una idea muy vaga respecto a estos asuntos. La línea del presidente es que hay que ampliar el comercio”, apunta Caetano.
3. Carencia de técnicos especializados en negociaciones comerciales internacionales, imposibilidad de visualizar intereses ofensivos y delinear adecuadamente intereses defensivos
Uruguay no tenía, al momento de ingresar al TISA, experiencia en negociaciones de comercio de servicios, más allá de las discusiones en el ámbito de la OMC. A este factor se sumó que algunos de los técnicos que participaron por el gobierno en las conversaciones del TISA no tenían claro el motivo por el cual Uruguay había decidido ingresar a las negociaciones. 

“No estaba clara para nada la oportunidad estratégica del ingreso. El ingreso no fue muy discutido ni siguió una lógica analítica del porqué entrar”, afirma Piacenza.  Para el jerarca, quien participó por el gobierno uruguayo junto a otros técnicos en el análisis de las negociaciones del TISA, era claro que este acuerdo iba en línea con los intereses de los países desarrollados. A diferencia de las conversaciones en la OMC, donde todos los temas estaban sobre la mesa, en el TISA se sometían a negociación los temas que eran del interés de los países desarrollados y donde estos tienen “capacidades fuertes” -servicios, propiedad intelectual- y dejaban fuera lo que no estaban dispuestos a negociar, como los subsidios agrícolas. “Se empieza a formar un grupo negociador con esos intereses y en un momento estamos metidos ahí nosotros. En lo agrícola están los verdaderos intereses ofensivos de Uruguay. (El ingreso al TISA) era como olvidarse de los objetivos, y el otro problema seguía sin solución”, reflexiona Piacenza. 

El jerarca cuenta que una vez que los técnicos comenzaron a analizar los temas que eran objeto de las negociaciones del TISA, se toparon con el problema de las listas negativas. “Entramos un poco más en el tema servicios, a ver los riesgos. No estamos tan acostumbrados a negociar servicios, sino más bien bienes, cosas tangibles. Y en las formas de listas negativas, vos tenías que prever qué cosas querías dejar afuera, y si te olvidabas de alguna, marchabas”, cuenta Piacenza. En ese contexto, había en los negociadores un “desconocimiento enorme de los servicios” que existían en cada rubro. “Una externalidad positiva es que nos hizo investigar la cantidad de servicios que tenemos asociada a la producción, que muchos de los negociadores no sabían ni que existían y que son vitales para el desarrollo de la producción agropecuaria”, señala Piacenza. 

Al mismo tiempo, surgían algunos riesgos claros para Uruguay en el área agropecuaria. Por ejemplo, como ya se señaló, cómo podía afectar la liberalización de los servicios a todos los procesos que agregan información en la producción, llevados adelante por el Estado. “Nuestra estrategia es agregar información a nuestros productos. La información es un servicio. Los servicios de información que tenemos desplegados atados a la producción es un diferencial que tenemos como país, para que el producto, con un consumidor cada vez más exigente, se diferencie de otros productos. Las bases de datos, las certificaciones, el riego, son servicios. No había nada estudiado de protección ni de interés ofensivo, no había un mínimo análisis de en qué se ganaba y en qué se perdía. El riesgo de ser vulnerado era alto”, resume Piacenza. El jerarca agrega que también se evaluó a la interna del gobierno las “cuestiones de soberanía”, como la preservación de la política regulatoria en materia de telecomunicaciones, donde “el paquete venía a su vez con posibilidad de cambio de normativa doméstica, que es directamente una pérdida de soberanía, pero sin tener claro qué se ganaba”. 

Parecía surgir del análisis que Uruguay siempre estaba pensando en sus intereses defensivos, pero no tenía claro cuáles eran sus intereses ofensivos en el acuerdo, señala el jerarca. Además, no había ninguna evaluación de impacto. “Lo que ya estaba pactado (en el TISA) implicaba algunos cambios de normativa, la afectación de algunos servicios públicos. Por un mínimo de responsabilidad, debíamos tener claro que obtendríamos algún resultado, o deberíamos haber tenido algún análisis que hubiera dicho que estratégicamente a nosotros nos convenía como país ir por ahí. Eso no estaba, por lo tanto había una cantidad de riesgos. Cuando tú te sometés a un riesgo, generalmente está atado a una ganancia. En el TISA se tenían claro los riesgos, pero no se tenían claras las medidas de mitigación, y no se tenía nada claro las ganancias. Entonces era una nebulosa, y no se sabía qué estábamos haciendo ahí”, sintetiza Piacenza.

El director del MGAP considera que de parte de quienes defendían la permanencia en las negociaciones, no había “argumentos fuertes, sólidos y convincentes, más allá de una generalidad que dice que el 80% del comercio de servicios estaba ahí”. 

Kreimerman coincide con Piacenza en que era claro que en el TISA los países dependientes “están en desventaja”, y que al igual que sucede en los acuerdos sobre temas industriales dirigidos a bajar aranceles y protecciones para que el más competitivo se adueñe del mercado, el TISA iba a ser un mecanismo similar pero para los servicios. Había, además, una “sensación” de que la discusión de cara al ingreso había sido “incompleta y parcial”, acota Kreimerman. “Claro, cuando uno está en un ministerio está preocupado por los temas del ministerio, los temas que a uno le impactan directo, como las telecomunicaciones, pero esto abarcaba muchos más temas. Y además, con una mecánica muy compleja, que hace que tú no te puedas librar de casi ningún tema, por el mecanismo de listas negativas y lo que eso supone en materia de limitación de las regulaciones que pueden poner los países. Hay una definición de servicios tan amplia que abarca prácticamente casi toda la vida económica, social y productiva de un país”, considera el exministro de Industria. 

Caetano coincide en que un factor que pesó en la salida de Uruguay de las negociaciones fue la “enorme incertidumbre, casi irresponsable, con la que Uruguay había entrado” en el acuerdo, y el hecho de que “Uruguay no tiene negociadores capaces para meterse en eso”. “Uno de los argumentos de quienes discutían este asunto era que había que seguir negociando para formar negociadores, y si vos formás negociadores en las negociaciones, estás liquidado”, afirma el historiador. 
II. Factores producto de la movilización social
1. Construcción de redes internacionales
El vínculo de las organizaciones locales con redes y organizaciones internacionales fue central para acceder a información sobre el TISA y tomar conciencia de sus alcances. La ISP y REDES-AT jugaron un rol clave en ese sentido, ambos como parte de la red mundial de organizaciones de la sociedad civil Nuestro Mundo No Está en Venta (OWINFS), que nuclea a movimientos sociales, organizaciones y académicos que Villarreal denomina del “movimiento altermundista”. 

En esta red hay gente muy especializada en los temas de comercio internacional, y por lo tanto capacitada no sólo para conseguir información, sino también para analizarla. “Esas redes nos permitieron acceder a información que no está disponible porque son negociaciones secretas. Las filtraciones que hay siempre caen en esa red de la que formamos parte. No sólo accedemos a información sino también al análisis de los textos, porque de lo contrario, si no sos un especialista, se te escapan los detalles. Y en esa red  tenemos los mejores especialistas del mundo en estos temas”, sostiene Villarreal. La ISP forma parte de esta red y jugó un “rol fundamental” en este tema, porque “en la temática de los servicios públicos, es quien lidera el camino”, afirma el integrante de REDES-Amigos de la Tierra. 

Villarreal asegura que ese trabajo en red internacional “fue un factor fundamental para poner en alerta a organizaciones en el país, traerle información concreta, y hacer disponible la información en castellano, porque el idioma fundamental (de las negociaciones y los análisis) es el inglés”. Al mismo tiempo, la red permitió a organizaciones de otras partes del mundo hacer un seguimiento de lo que estaba ocurriendo en Uruguay. “Hubo manifestaciones en Ginebra contra el TISA. Llevamos a la escena internacional lo que estaba pasando aquí, y ahí se enteró todo el mundo de que Uruguay estaba por salir”, recuerda Villarreal.
2. Movilización social y articulación de una red local amplia de oposición al TISA
El PIT-CNT no sólo se pronunció contra el TISA, sino que realizó movilizaciones callejeras masivas en contra del acuerdo, durante el paro general parcial del 23 de abril e incorporando el tema en la plataforma reivindicativa del acto del 1º de Mayo y el paro general de 24 horas del 6 de agosto. De este forma el tema pasó de manejarse entre cuatro paredes a formar parte de la discusión pública. 

“El factor principal para la salida de Uruguay del TISA fue la movilización, no sólo en la calle que también la hubo, sino junto con otros, como la Fundación Vivian Trías, la Friedrich Ebert, haciendo seminarios, juntando intelectuales. Eso fue haciendo que el tema existiera en la opinión pública. Nuestro principal rol fue sacarlo del secretismo, que era la crítica más fuerte, más allá de que siempre te dicen que cualquier negociación tiene un mínimo de reserva. El factor principal fue haberlo colocado en conocimiento de la gente, y eso ejerció cierta presión sobre los que en definitiva tenían la decisión”, considera Gambera.

“Las organizaciones sociales tuvieron un papel determinante de lucha, al difundir públicamente documentos y obligar a un debate”, coincide Castillo. “El PIT-CNT, como trabajadores que son, son quienes tienen más claro lo que significan estas aperturas comerciales indiscriminadas para el mantenimiento de las fuentes de trabajo, y por eso la lucha”, sostiene Chiazzaro. “Me parece que fue determinante el compromiso del PIT-CNT con el tema, que no les pasa con todos los temas de la política internacional. Esto para ellos fue un deja-vu de la lucha contra el ALCA y contra el TLC con Estados Unidos”, apunta Barreto. 

Hubo además una alianza amplia contra el acuerdo, conformada por el movimiento sindical, sectores políticos, organizaciones sociales y la academia. La existencia de múltiples actores, y su diversidad, fue un factor que consolidó una imagen de amplitud de la movilización en contra del acuerdo. “El hecho de que figuras importantes de diversos sectores mostraran su oposición tan tajante, pesó mucho”, considera Kreimerman. 

Al mismo tiempo, el grupo informal de trabajo que se constituyó en torno alCEFIR se transformó en una usina de ideas respecto a este tema, valora Chiazzaro. Allí se generó gran parte del conocimiento que luego se utilizó en la argumentación social y política contra el acuerdo. Gambera apunta que un factor importante fue “la elaboración, el trabajo y el compromiso de la academia y de pensadores, que generaron documentos y trabajos”, porque eso “ensanchó la base de sustentación” de la oposición al TISA. “Eso despeja aquello de que los que estamos en contra el acuerdo somos una manga de trogloditas que no entendemos nada y los demás son iluminados. Y además, los que no entendemos nada no nos damos cuenta de que llevamos al país a un despeñadero y los demás quieren sacar el país adelante. Ese factor logró que esa polarización irreal se superara”, afirma el dirigente sindical.
3. Difusión de la información (versus “secretismo”), vinculada a la inconveniencia del acuerdo
Los entrevistados coinciden en señalar que la difusión de información sobre los alcances del acuerdo fue central para facilitar la toma de postura contraria al TISA, sobre todo en el caso de los sectores del Frente Amplio. 

Fue central, precisamente, porque las negociaciones del TISA están signadas por el secretismo. “No casualmente estos acuerdos están marcados por el secretismo. Son acuerdos muy poco democráticos, que se negocian entre bambalinas. Luego se genera el hecho consumado y el Parlamento no tiene más que decir sí o no, y un 'no' a un acuerdo instalado es muy gravoso”, señala Caetano. 

“Nos sorprendió enormemente que Almagro hubiera hecho esta negociación, que fue hecha en total y absoluto secreto. Y cuando nos enteramos, Uruguay ya estaba adentro. El Frente Amplio de esto no sabía nada, yo hice tres o cuatro consultas y nadie sabía absolutamente nada”, afirma Chiazzaro. Después, cuando “empezó a llover información”, “quedamos todos muy impactados”, sostiene. “Fue la primera vez que vimos lo que significan los acuerdos de cuarta generación. Son muy peligrosos y la gente no tiene conciencia de lo que esto puede llegar a significar”, señala el diputado socialista.

“El secretismo es un factor que pesó enormemente”, valora Kreimerman. “Lo que determinó la salida fue que hubo una discusión de lo que se sabía y de sus consecuencias. El punto clave es que se discuta el TISA, porque de la discusión, el único resultado posible en la mayoría de los países es la salida”, agrega el exministro. Que se habilite la discusión sobre el acuerdo es, por tanto, capital. 

La difusión de la información sobre el acuerdo en Uruguay tuvo dos vías. Por un lado, el periódico La Diaria vehiculizó el debate creciente sobre el TISA desde julio de 2014 pero sobre todo a lo largo de 2015, con notas prácticamente todas las semanas. Asimismo, difundió borradores del acuerdo, tanto los filtrados por Wikileaks como otros conseguidos de fuentes del gobierno uruguayo.
 “La Diaria fue un gran contribuyente a dar a conocer datos generales dentro de la izquierda”, valora Kreimerman. Otros medios, como el semanario Brecha y algunos programas de radio, también informaron asiduamente sobre el tema. El resto de los medios de prensa gráfica y la televisión, en cambio, no trataron en profundidad el tema desde el punto de vista informativo, aunque sí publicaron editoriales cuestionando las posturas críticas al acuerdo.
 Estas posiciones estaban alineadas con la postura favorable a permanecer en las negociaciones que sostenían casi todos los partidos de la oposición (Partido Nacional, Partido Colorado y Partido Independiente), y organizaciones empresariales como la Cámara Nacional de Comercio y Servicios, la Cámara de Zonas Francas del Uruguay y la Cámara Uruguaya de Tecnologías de la Información.  

Otra vía de difusión de información fue más personalizada, a través de los comités de base del Frente Amplio. La información de primera mano con la que contaban los referentes frenteamplistas que participaban en las reuniones de CEFIR, como Chiazzaro, Kreimerman y Conde, se multiplicó y llegó a una gran cantidad de frenteamplistas mediante las reuniones que se organizaron en los comités de base del Frente Amplio para discutir el tema, de cara a la decisión del plenario, en las que se invitó precisamente a estos referentes y a integrantes del PIT-CNT y REDES-AT. Chiazzaro recuerda que realizaron recorridas por todo el país, visitando comités y coordinadoras del Frente Amplio. “Lo sorprendente fue que tuvimos debates interesantísimos. Pensamos que iba a ser un tema difícil de comprender, pero fue notable cómo la gente agarró enseguida”, cuenta Chiazzaro. 

Sin embargo, la difusión de información sobre el acuerdo no hubiera tenido el impacto que tuvo si no hubieran estado claros los evidentes perjuicios que el TISA le generaría a Uruguay. En otras palabras, la “razón” estaba del lado de quienes se oponían al acuerdo, y por eso la información sobre los contenidos de las negociaciones del TISA no hacía más que reforzar la postura contraria a que Uruguay permaneciera allí. “También contribuyó que quienes teníamos una mirada crítica, teníamos información sobre lo que estábamos criticando”, considera Barreto. “Siempre en las discusiones de política internacional tenés las etiquetas fáciles: 'los que estamos en contra de, los que somos medio panfletarios, románticos, ideologizados'. Y los otros son los formados, los que tienen la información técnica. Y en el caso de la discusión del TISA, quedó en evidencia que no es así. Los que defendían la permanencia de Uruguay en ningún momento argumentaban en base al acuerdo. De hecho en muchos casos no tenían información, no se habían tomado el trabajo de leer los documentos. En la comparecencia de Nin al Parlamento había errores”, señala Barreto. “Excepto la argumentación de 'entrar para ver', luego no había muchos más argumentos”, coincide Kreimerman.

Caetano apunta en el mismo sentido que los argumentos más sólidos estaban del lado de las posturas contrarias al megaacuerdo. “El TISA forma parte de una ofensiva de liberalización empresista que va por generar acuerdos bilaterales y plurilaterales por fuera de la OMC, con condiciones mucho más gravosas para los países no desarrollados, en temas claves como bienes, servicios e inversiones. El tema inversiones tiene mucho que ver con el crecimiento de la relevancia del tema inversiones en los últimos años, y con la competencia que en el tema inversiones comienza a tener EEUU con Asia Pacífico. Entonces, el TISA forma parte de esa embestida. Y formar parte del TISA no era gratuito en términos de intereses nacionales”, apunta Caetano. 
3. Comparación con otras campañas
La campaña contra el TISA tuvo algunos puntos en común con otras campañas vinculadas a la inserción internacional del país. Por ejemplo, con la articulación regional contra el Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) entre 1994 y 2005, y con la resistencia a la firma de un Tratado de Libre Comercio (TLC) entre Uruguay y Estados Unidos en 2006. El proceso de resistencia al TISA en Uruguay puede leerse como fruto de una acumulación de décadas de articulación política y social, y de generación de conocimiento sobre los riesgos de determinadas modalidades del comercio internacional que operan en favor de las empresas transnacionales, limitan el poder regulatorio de los Estados y perjudican a los trabajadores. 

En primer lugar, los actores sociales que participaron de la resistencia contra los acuerdos de libre comercio y los mega acuerdos fueron prácticamente los mismos en todas las instancias: gran parte de la izquierda política uruguaya, el movimiento sindical y organizaciones sociales y de justicia ambiental como REDES-Amigos de la Tierra. La alianza entre estos actores fue casi natural en el caso del TISA, porque se fue construyendo, como se mencionó, durante un período de por lo menos 20 años.

En el caso de la campaña contra el ALCA, y como reseña el Doctor en Ciencia Política Gonzalo Berrón
, ya desde 1997 se venía construyendo un espacio de dimensiones continentales en oposición al 'libre comercio', impulsado como una modalidad de imperialismo económico por Estados Unidos. “La Alianza Social Continental primero y, enseguida, la Campaña Continental Contra el ALCA fueron la expresión en las Américas de una movilización de carácter innovador por su estructura y tipo organizativo, pero fundamentalmente por el hecho de oponerse con firmeza a la llamada 'globalización neoliberal', tanto en su faz doméstica –muchos de estos movimientos y organizaciones fueron durante el período los articuladores de las resistencias a las privatizaciones, a la desregulación de la economía, a la apertura económica y a las diversas formas de flexibilización y precarización del trabajo– como en la dimensión internacional del fenómeno, que fue de hecho lo que facilitó la concienciación y la necesidad de articular una resistencia que fuera más allá de las fronteras nacionales”, señala Berrón. 

Juan Castillo era dirigente sindical en los años de lucha contra el ALCA. Entrevistado para este trabajo, sostuvo que el ALCA le permitió a los movimientos populares “lo que nunca antes se había dado: ir hermanando, coordinando y armando estructuras que antes no existían, donde participaba el movimiento sindical con el resto de los sectores sociales”. “Nos conocíamos con el líder de los sin tierra, con el líder de los indígenas, con sectores que venían de institutos técnicos, para juntos después tener una mirada común que nos dio cita para protagonizar grandes movilizaciones con plataformas comunes y centrales”, recuerda Castillo. Acota que es en ese momento cuando surgen los liderazgos de izquierda que luego encabezarán los denominados “gobiernos progresistas”: Evo Morales, Rafael Correa, Luiz Inácio Lula da Silva. 

En el caso del TISA, si bien la resistencia de los sectores populares determinó la salida de Uruguay de las negociaciones, se trató de un esfuerzo nacional con apoyo de algunas organizaciones internacionales como la ISP y la red Nuestro Mundo No Está en Venta (OWINFS), pero no de una articulación regional. Castillo considera que hoy no están dadas las condiciones para reeditar una  alianza continental de aquellas características, si bien ya desde hace un año se viene desplegando una fuerte iniciativa de rearticulación liderada por algunos de los mismos movimientos sociales regionales que le dieron vida a aquella alianza, tales como la CSA, la CLOC, la Marcha Mundial de Mujeres, ATALC y Jubileo Sur, que vienen impulsando el proceso de la Jornada Continental por la Democracia y contra el Neoliberalismo que se desarrolló el 4 de noviembre. 
“Capaz que hoy hay más dificultades. Hoy existe otra realidad, las situaciones entre los países son distintas. En los años 2000 toda América era gobernada por los sectores más reaccionarios de la derecha, la pelea era para mantener o conquistar derechos arrebatados, contra las privatizaciones. Fue un gran sacudón del movimiento popular. El movimiento sindical se puso a rueda a partir de la iniciativa de los propios sectores populares, no fue que lideramos desde el arranque sino que nos sumamos cuando vimos todo ese envión”, recuerda Castillo. Mientras tanto, el Foro Social Mundial le dio “un marco institucional” a la Alianza social continental. “Allí se expresaban esas mayorías, articulábamos, era un nexo entre la lucha social y popular y la academia, los intelectuales. Yo no concibo que el ALCA hubiese sido derrotado sin esta fuerte movilización social y popular que se fue dando en nuestra América. Creo que fue el momento de mayor salto de conciencia de clase que tuvo América en esta última etapa, nunca como en ese momento”, sostiene Castillo. 

El exdirigente sindical afirma que el imperialismo “vio que tenía a América sumida en la concepción neoliberal y quiso colocarle el moño con el ALCA, para tener a toda América como su patio trasero”. “Y logramos luchar por la defensa de las libertades públicas y las soberanías nacionales. Fue el escenario para que aparecieran liderazgos y gobiernos progresistas en América”, valora.

Pero luego esos gobiernos progresistas llegaron al poder, y hoy la situación es otra, insiste Castillo. Esos sectores progresistas ya no están en el gobierno en el caso de Argentina y de Brasil. En el caso de Uruguay, Castillo considera que hay mucho conformismo en amplios sectores del Frente Amplio. “Hay un montón de dificultades. La primera es que nosotros nos creamos que a la derecha, a las clases dominantes y al imperialismo le ganás de una vez y para siempre. Gran error de confiarte demasiado, y pérdida de perspectiva de olvidarnos de donde vinimos. Esto es un tránsito, pero no estoy contento y conforme. Nosotros todavía no somos la clase dominante, en ningún lugar de América salvo en Cuba”, apunta el jerarca. Agrega que hay sectores de la izquierda uruguaya que hoy están en el gobierno que entienden que la alianza con estos sectores sociales fue “transitoria” y que cuando creyeron lograr su objetivo (llegar al gobierno), “rompieron” con esa alianza. “¿Por qué no estamos peleando juntos hoy en el Uruguay, y lo estábamos haciendo a finales del 90? ¿Alguna parte de nosotros ya está conforme?”, inquirió. 

En la cumbre del ALCA en Miami en 2003 quedó claro que el proyecto impulsado por Estados Unidos no tendría apoyo suficiente en América Latina. Una vez que se cae la iniciativa, ya definitivamente en 2005, Estados Unidos impulsa con fuerza la firma de TLC bilaterales con los países de la región. Uruguay entra en las generales de la ley, y comienza seriamente a negociar un TLC en 2006 -aunque ya había habido un intento durante el gobierno de Jorge Batlle, como reseña Porzecanski en su libro
-.

En el caso de la resistencia contra el TLC con Estados Unidos, no existió una movilización en contra tan explícita como sucedió con el TISA. De todos modos, los principales actores que luego se opusieron al TISA también se manifestaron contra este TLC: varios sectores del Frente Amplio y el PIT-CNT. Pero a diferencia del proceso del TISA, la decisión de no firmar un acuerdo de libre comercio con Estados Unidos la tomó el gobierno, encabezado por Tabaré Vázquez, principalmente en base a objeciones técnicas planteadas desde los propios ministerios del gobierno, cuando se supo que Estados Unidos no estaba dispuesto a firmar en otro formato que no fuera el del TLC que ese país tiene con Perú. 

Uno de los principales opositores al acuerdo fue el entonces canciller Reinaldo Gargano y su vicecanciller Roberto Conde. Vázquez había dicho en agosto de 2006, dejando entrever sus intenciones de firmar el acuerdo con Estados Unidos, una frase muy recordada en Uruguay: “A veces el tren pasa una sola vez”. Ese mismo día, consultado sobre esa frase, Gargano respondió: “El tren pasa una sola vez, sí, pero hay gente que se pone delante del tren y el tren se la lleva por delante”. 

Uno de los defensores del TLC con Estados Unidos en la interna del gobierno fue el ministro de Economía y Finanzas Danilo Astori -favorable en 2015 a que Uruguay permaneciera en las negociaciones del TISA- además de la totalidad de la oposición y la mayoría de las cámaras empresariales, con excepción de los industriales manufactureros. En el Mercosur, Argentina y Brasil plantearon claras objeciones a la posibilidad de que Uruguay se descolgara en forma bilateral a firmar un TLC con Estados Unidos.

Al igual que en el caso del TISA, se redactó una carta abierta firmada por intelectuales contra el tratado. Algunos nombres de los firmantes se repiten, como Roberto Conde, Alberto Couriel, Gerardo Caetano y José Manuel Quijano. En este caso tampoco se disponía de información abundante sobre el proceso, pero había una diferencia: se conocía los formatos de TLC que Estados Unidos había firmado con otros países de la región y podía suponerse que la propuesta iría en ese sentido. Los temas objeto de preocupación en el TLC que se negociaba con Estados Unidos eran prácticamente los mismos que en el caso del TISA: fundamentalmente, las limitaciones a las compras gubernamentales, y la obligación de otorgar trato nacional a los inversores, lo que en los hechos implicaba la desmonopolización de las empresas públicas 
4. Conclusiones
El proceso de solicitud de ingreso, entrada y luego retiro de las negociaciones de Uruguay del TISA puede dividirse en tres etapas. En la primera, marcada por el secretismo, el tema prácticamente no figura en la prensa. El gobierno se reúne con organizaciones sociales pero no les da información sobre el acuerdo, argumentando que no la tenía. Las organizaciones locales sólo reciben información de la Internacional de Servicios Públicos (ISP) y de alguna filtración de Wikileaks. 

La segunda etapa se caracteriza por la movilización social contra el acuerdo, encabezada por el PIT-CNT y en particular por los sindicatos de las empresas públicas. El posicionamiento en contra de estos actores se concreta a raíz de la información proporcionada por la ISP, de filtraciones posteriores de Wikileaks y de información que se publica en medios locales, que permite llegar a la conclusión de que las negociaciones del TISA afectarían de manera importante a los servicios públicos uruguayos y a la capacidad regulatoria del Estado. En esta etapa de movilización juegan también un rol clave organizaciones como REDES-Amigos de la Tierra y el Centro de Formación para la Integración Regional (CEFIR). En particular, este último ámbito permite nuclear un conjunto de intelectuales que nutren de argumentos a la oposición al acuerdo, y que serán los que luego se sumen a algunos dirigentes frenteamplistas para publicar una carta abierta contra el TISA.

La tercera etapa está signada por la decisión política del Frente Amplio, tras la resolución del presidente Tabaré Vázquez de que fuera la coalición de izquierda la que dirimiera la permanencia de Uruguay en las negociaciones. En este contexto se producen charlas abiertas en comités de base y coordinadoras del Frente Amplio, que fueron posibles gracias a la estructura consolidada de ese partido a nivel nacional, y que permitieron democratizar aún más la discusión. Entre junio y julio llegan los primeros pronunciamientos de sectores frenteamplistas contra el acuerdo: Compromiso Frenteamplista y el Partido Comunista del Uruguay se expresan a favor de retirarse de las negociaciones. Más cerca de la fecha fijada para que el plenario del FA resolviera el tema, llegan los pronunciamientos contrarios a permanecer en el acuerdo del Movimiento de Participación Popular, el Partido Socialista y Casa Grande. Finalmente, el plenario se posiciona a favor de abandonar las negociaciones y el presidente Vázquez hace suya la posición de su partido.

Para que este proceso tuviera este final, y en un lapso relativamente breve (Uruguay ingresó en febrero de 2015 y abandonó las negociaciones en setiembre de ese mismo año) incidieron factores estructurales y coyunturales. 

Entre los primeros, podemos mencionar la “cultura estatista” que aún predomina en Uruguay, la importancia que la población asigna a las empresas públicas y los servicios públicos y el peso y el papel que juegan las empresas estatales en el Uruguay. También la permanencia del país en el Mercosur, apoyada por la mayoría de los sectores del FA y que además es un ámbito que condiciona el tenor de las negociaciones comerciales con terceros países o bloques. Otra característica propia de la política uruguaya tiene que ver con la unidad de la izquierda política y del movimiento sindical, que otorga mayor fuerza y peso político a las decisiones que toman tanto el Frente Amplio como el PIT-CNT, que en este caso fueron los dos actores más fuertes que se opusieron al TISA. Y que además, tienen una buena imagen y un alto grado de capilaridad entre sí, como se mencionó en el desarrollo del trabajo.

Pesaron también en la decisión del retiro factores coyunturales, y en particular, dinámicas políticas concretas. Por ejemplo, el hecho de que el ingreso al TISA lo hubiera solicitado el gobierno anterior al de Vázquez, encabezado por José Mujica, determinó que fuera más fácil para Vázquez la decisión del retiro,por más que ambos presidentes pertenecen al mismo partido político, el Frente Amplio. 

Por otra parte, la correlación de fuerzas interna en el Frente Amplio, con una mayoría de sectores en principio reticentes a estas modalidades de inserción internacional, permitió una decisión favorable al retiro por parte del plenario. 

Había también razones de oportunidad y conveniencia. Técnicos de distintos ministerios no entendían las razones por las que Uruguay había ingresado al TISA, y no podían visualizar los intereses ofensivos del país en la negociación. En cambio, se visualizaban claramente los riesgos. Esto sumado a que Uruguay no cuenta con negociadores especializados en este tipo de mega acuerdos, y a que tradicionalmente Uruguay ha negociado bienes, mientras que la experiencia en negociaciones de servicios es mucho menor. 

Hubo, finalmente, una importante y amplia movilización social que impulsó el retiro del país de las negociaciones, apoyada por redes y organizaciones internacionales que ya estaban consolidadas previo a la discusión del acuerdo, y que proporcionaron información y capacitación a las organizaciones locales. A nivel del país se articuló una base amplia en rechazo al acuerdo, que incluyó al movimiento sindical, a la mayoría de los sectores de la izquierda, a organizaciones sociales y ambientales, a intelectuales y a la academia. La movilización potenció la difusión de información sobre los riesgos del acuerdo, contrarrestando con eficacia el secretismo imperante. En este sentido, un factor importante es que, a diferencia que en el resto de la región, en Uruguay todavía existe un sector de medios de comunicación independientes que, sin ser masivos son gravitantes, sobre todo entre la intelectualidad, la academia y la militancia del Frente Amplio. Entre ellos se destacan La Diaria, que es el segundo periódico nacional (de lunes a viernes) de mayor circulación en el país, y el semanario  Brecha. 

En definitiva, la campaña más efectiva de oposición al TISA consiste en romper con el secretismo, detallar y discutir lo que se está negociando, y lo que implica para los Estados y los trabajadores. Si la difusión es a través de múltiples vías, se vuelve más efectiva: medios masivos, movilizaciones callejeras, seminarios técnicos, debates en comités políticos. Y si siembra en terreno fértil, como es el caso de un país con “cultura estatista”, mayor potencialidad tiene. 

Luego la clave está en quién toma las decisiones. En el caso de Uruguay, resultó fundamental que esta no recayera solamente en el gobierno sino que se habilitara un pronunciamiento de la organización partidaria, que tomó posición a partir de debates amplios y abiertos.   

En conclusión, para el retiro de Uruguay de las negociaciones del TISA confluyeron factores muy diversos, algunos de ellos replicables con esfuerzo y movilización; otros, en cambio, fruto de la historia política del país y de dinámicas que escapan a la voluntad de las organizaciones.  
�	 La Diaria, 17/7/2014, disponible en: http://ladiaria.com.uy/articulo/2014/7/abiertos-a-todo/


�	 Almagro entrevistado por La Diaria el 17/7/2014.


�	 Hay otras versiones sobre la discusión en el gobierno anterior respecto al TISA. Ver por ejemplo:  http://ladiaria.com.uy/articulo/2015/4/desayunandose/


�	 Se puede consultar el fallo completo en: http://www.rap.com.uy/spa/resumen/docs/2016/05/Sent_SCJ_79-2016.pdf


�	 Así lo consignó en su momento el semanario Búsqueda (7/5/2015), ya que Vázquez no hizo declaraciones públicas al respecto.


�	 Según informó el 18 de junio de 2015 el semanario Brecha.


�	 En entrevista con la diaria (10/5/2015).


�	 “TISA: el Ministro en el Laberinto”, Semanario Voces (20/8/2015).


�	  Según explicó el diputado del MPP Julio Battistoni, en/trevistado por la diaria (31/8/2015).


�	 Ver por ejemplo “Ciudadanía y nación en el Uruguay del centenario (1910-1930). La forja de una cultura estatista”, de Gerardo Caetano. Disponible en: http://www.iai.spk-berlin.de/fileadmin/dokumentenbibliothek/Iberoamericana/39-2010/39_Caetano.pdf


�	 Ver por ejemplo la diaria en sus ediciones del 7/4/2015, 17/4/2015, 14/5/2015 y 19/5/2015.  


�	 Ver por ejemplo la editorial de El País “La izquierda reaccionaria”, 1/6/2015, disponible en: http://www.elpais.com.uy/opinion/editorial/izquierda-reaccionaria.html


�	 En el artículo “De la lucha contra el ALCA a la integración de los pueblos: movimientos sociales y procesos de integración”, 2007, disponible en: https://www.tni.org/es/art%C3%Adculo/de-la-lucha-contra-el-alca-a-la-integracion-de-los-pueblos-movimientos-sociales-y-procesos. 


�	 Para más detalles de este proceso, ver No voy en tren: Uruguay y las perspectivas de un TLC con Estados Unidos (2000-2010), de Roberto Porzecanski, editorial Debate, Montevideo, 2010.


�	 Op.cit.
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